ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 31 18 002 2019 00031 01
ACCIONANTE: CARLOS ARTURO VILLANUEVA LOAIZA
ACCIONADO: COLPENSIONES

ASUNTO: REVOCA – PARA CONCEDER AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / PERSONAS DIGNAS DE PROTECCIÓN ESPECIAL / PROCEDE LA TUTELA PARA ORDENARLO, NO OBSTANTE SU CARÁCTER SUBSIDIARIO.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.  De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.”
Al respecto, esta Colegiatura considera que el joven Stiven Villanueva Pulgarín es una persona de especial protección constitucional, por la condición física que presenta y en tal virtud, la acción de tutela es procedente la para determinar si le asiste o no  el derecho a que le sea calificada su pérdida de capacidad, pese a que su padre allegó los documentos necesarios para tal valoración, por fuera del término que Colpensiones había otorgado para su presentación. (…)
Con respecto a la valoración de la pérdida de capacidad laboral, la misma ha sido considerada por la jurisprudencia constitucional como un derecho que tiene toda persona y que cobra gran importancia al convertirse en el medio para acceder a la garantía y protección de otros derechos fundamentales como la salud, la seguridad social y el mínimo vital…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, once (11) de abril de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.147
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por el abogado Faiver Hernán Castro Torres, apoderado judicial del señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza, frente al fallo proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento de esta capital, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de Colpensiones por considerar vulnerados los derechos fundamentales de petición, al debido proceso administrativo, la seguridad social, al mínimo vital, la vida digna y los principios de solidaridad y dignidad humanas de su mandante.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. El señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza, de 51 años de edad, tiene a su cargo un hijo de 22 años de edad,  Stiven Villanueva Pulgarín, quien desde el momento de su nacimiento presentó el diagnostico de “AP toxoplasmosis congénita, microcefalia, distrofia muscular, hidronefrosis GIII, retardo psicomotor y SX convulsivo crónico” y a raíz de sus problemas le dio una convulsión que le generó una  parálisis cerebral e incontigencia fecal, urinaria y epilepsia secundaria, convirtiéndose en una persona totalmente dependiente tanto física como económicamente de su padre. 
El señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza se encuentra afiliado a Colpensiones  en calidad de cotizante, registrando un total de 1288,29 y en la actualidad se quedó sin empleo, por lo que está en una situación económica difícil, por no contar con los requerimientos suficientes para la atención de su hijo discapacitado, el cual debe tener controles médicos constantes debido a su estado de salud ya descrito.  Por lo tanto, solicitó ante Colpensiones que fuera calificada la pérdida de capacidad laboral de  Stiven Villanueva Pulgarín con el fin de acceder al reconocimiento de las prestaciones económicas de la pensión especial de vejez de madre o padre con hijo discapacitado.

El día 16 de julio del año 2018 la entidad accionada respondió la solicitud de calificación de pérdida de la capacidad aduciendo que debía realizarse unos exámenes adicionales para dicha valoración.  Sin embargo, el actor consideró que como tales exámenes ya habían sido practicados por la EPS SALUDTOTAL y que fueron aportados junto con la historia clínica pertinente, por lo que presentó una acción de tutela en contra de Colpensiones, la cual fue fallada a su favor el 4 de octubre de 2018 por  Sala Civil- Familia de este Tribunal Superior, al revocar la de primera instancia y en su lugar, ordenó a dicha administradora de pensiones que realizara las gestiones necesarias ante la EPS SALUDTOTAL para que sometiera al demandante a los exámenes requeridos para que se proceda .  Consecuentemente, la especialista en salud ocupacional de esa  EPS, Dra. Edna Viviana Castañeda Castillo, valoró al señor Villanueva Pulgarín y emitió un concepto de rehabilitación con patologías irreversibles de origen común y pronóstico desfavorable, en el cual se resumen sus enfermedades y remitió PCL a Colpensiones.

El día 30 de octubre del año 2018 el señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza envió un derecho de petición a Colpensiones solicitando la asignación de cita para la valoración de PCL de su hijo, pero la respuesta que recibió fue  que dicho caso se cerraría, por desistimiento tácito, ya que no había presentado los documentos requeridos dentro del término establecido y que por lo anterior, debería iniciar el procedimiento para la revisión de dicha calificación nuevamente, lo que consideró una dilación injustificada que no puede ser soportada por la parte más débil del proceso. 
El 29 de noviembre del año 2018, el joven Stiven Villanueva Pulgarin fue ingresado a la clínica los Rosales de esta ciudad por cuanto presentó una infección de vías urinarias y obstrucción en las respiratorias y actualmente se encuentra hospitalizado y con un delicado estado de salud; por tal motivo, solicitó que se tratara como sujeto de especial protección constitucional conforme a los principios de dignidad y solidaridad humanas.

En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) amparar los derechos fundamentales de petición, al debido proceso administrativo, la seguridad social, al mínimo vital, a la vida digna, a los principios de solidaridad y dignidad humanas invocadas por el señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza a favor de su  hijo Stiven Villanueva Pulgarín, ii) ordenar que dentro del término de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, Colpensiones de continuidad al trámite de PCL con el fin de que se asigne la cita de calificación de PCL al señor  Stiven Villanueva Pulgarín (Fls. 1-13). 
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 14-47). 
2.3. Mediante auto del 19 de febrero de 2019,  el A quo  admitió la acción de tutela y  ordenó vincular a la Vicepresidencia de Operaciones del Régimen de Prima Medio y/o Gerencias de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial, a través de las Direcciones de Medicinal Laboral y de Acciones Constitucionales de Colpensiones (Fl. 48).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES
Afirmó que revisada la base de datos de Colpensiones, se pudo verificar que la solicitud elevada por el accionante, tendiente a que se le califique la PCL al señor Stiven Villanueva Pulgarín,  fue respondida mediante la comunicación del 19 de noviembre de 2018, en la cual se le solicitaron los documentos complementarios: historia clínica no mayor a 6 meses de neuropsicología  con pruebas neuropsicológicas, coeficiente intelectual con firma y sello que indique diagnóstico, pronóstico, secuelas y  tratamiento y reporte no mayor a seis meses de resonancia magnética de cerebro, los cuales debían ser aportados dentro del mes siguientes del recibo de tal comunicación, so pena de dar aplicación al desistimiento tácito, contemplado, lo cual el señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza no realizó;  por tal motivo, se le informó que el caso se cerraría y que debería iniciar nuevamente el procedimiento de revisión de calificación de pérdida de capacidad laboral.

Consideró que Colpensiones no vulneró los derechos fundamentales al actor, y en ese sentido, solicitó declarar improcedente la acción de tutela (Fls. 52-54).

Allegó copia de la respuesta aludida y de la guía de la empresa de mensajería por la cual se envió la misma (Fls. 55-57)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 1o de marzo del año 2019, el Juzgado 2° Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento de la ciudad de Pereira resolvió  negar el amparo para el derecho fundamental de petición, invocado a través de apoderado judicial, por Carlos Villanueva Loaiza en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, por no existir vulneración alguna al momento de interponer la acción de tutela, en el entendido de que la entidad ya había dado una respuesta de fondo y congruente conforme a su solicitud de calificación de PCL de su hijo  (Fls. 58-61).
El apoderado judicial del accionante fue notificado del fallo anterior a través de del oficio No.538 de 1o de marzo de 2019 (Fl. 62 frente), el cual fue enviado por correo electrónico el 5 de marzo del año 2019 (Fl. 62 vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación, el  8 de marzo de  2019, el abogado del señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza recalcó que el A quo no tuvo en cuenta que los accionantes son sujetos de especial protección constitucional reforzada con base en los principios de solidaridad y dignidad humanas, tal como lo contempla la Corte Constitucional en las sentencias T-345 de 2015, T- 736 del 2013 y en la T- 933 del 2013. 

Insistió que no es aceptable la figura del desistimiento tácito para que Colpensiones cerrara  el trámite de pérdida de la capacidad laboral e insistió en los hechos que expuso en la demanda de tutela, para aclarar que si bien era cierto no se allegó la documentación requerida dentro del mes siguiente a la comunicación de Colpensiones, también lo es que fue por cuanto la acción de tutela invocada para la realización de los  exámenes exigidos fue resuelta casi tres meses después de la respuesta emitida por Colpensiones, situación que era conocida por dicha entidad, por lo que debió haber continuado con la asignación de la cita para la calificación de la perdida de la capacidad laboral del joven Stiven Villanueva Pulgarin y no con la negativa por haberse configurado “el desistimiento tácito”.  Por lo tanto, tal posición vulnera los derechos fundamentales del actor y de su hijo, el primero por la realidad económica que atraviesa y el segundo por su delicado estado de salud, la cual es una condición patológica permanente y tiene total dependencia de su padre. Por lo tanto, solicitó decretar las pretensiones formuladas en la solicitud de amparo (Fls. 65-74).
Anexó copia de los documentos que había allegado con el escrito de demanda de tutela (Fls. 75-110).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante en el entendido de ordenar a Colpensiones que continúe con el trámite de calificación de la PCL del joven Villanueva Pulgarín y se le asigne una cita para dicha valoración.
6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.”
Al respecto, esta Colegiatura considera que el joven Stiven Villanueva Pulgarín es una persona de especial protección constitucional, por la condición física que presenta y en tal virtud, la acción de tutela es procedente la para determinar si le asiste o no  el derecho a que le sea calificada su pérdida de capacidad, pese a que su padre allegó los documentos necesarios para tal valoración, por fuera del término que Colpensiones había otorgado para su presentación. De tal manera, que se pasará a analizar el caso en concreto para establecer si Colpensiones vulneró los derechos fundamentales invocados por el actor a favor de su hijo por el hecho de haber cerrado el trámite de PCL, en los términos como los expuso la entidad.

6.6.  Con respecto a la importancia de la calificación de pérdida de capacidad laboral, la Corte Constitucional en la Sentencia T-876 de 2013 dijo lo siguiente:
 
“Al tenor del artículo 48 Superior, la seguridad social es un derecho de carácter irrenunciable que debe garantizarse a todos los habitantes del territorio colombiano. Dicha disposición, además, estableció que se organizará como un servicio público obligatorio bajo “la dirección, coordinación y control” del Estado, junto con entidades públicas y privadas, que debe ser prestado a la luz de los principios de solidaridad, eficacia y universalidad.
 
De conformidad con la mentada disposición constitucional, la jurisprudencia de la Corte ha señalado que la seguridad social es “un conjunto armónico de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos, conformado por los regímenes generales establecidos para pensiones, salud, riesgos profesionales y servicios complementarios que son definidos en la ley, cuyo objeto es garantizar los derechos irrenunciables de las personas, mediante la cobertura de las contingencias que afectan la salud, la capacidad económica y, en general, las condiciones de vida de toda la población”.
 
En aras de materializar lo anterior, la Ley 100 de 1993 diseñó un nuevo modelo de seguridad social en Colombia, en el que se unifican los regímenes normativos existentes y se implementa una dinámica administrativa que combina la gestión pública con la privada, en un Sistema Integral de Seguridad Social que protege de manera anticipada a los ciudadanos, contra determinadas contingencias que puedan presentarse en el transcurso de la vida laboral y, en el desenvolvimiento de la vida misma. Así, el sistema fue estructurado con estos elementos: (i) el Sistema General de Pensiones; (ii) el Sistema General en Salud; (iii) el Sistema General de Riesgos Profesionales; y (iv) los Servicios Complementarios.
 
(…) Con miras a establecer si una persona tiene derecho al reconocimiento de alguna de las prestaciones asistenciales o económicas, se requiere la calificación de la pérdida de capacidad laboral, la cual consiste en un mecanismo que permite fijar el porcentaje de afectación del “conjunto de las habilidades, destrezas, aptitudes y/o potencialidades de orden físico, mental y social, que le permiten al individuo desempeñarse en un trabajo habitual”, que se encuentra regulado en las leyes y decretos anteriormente enunciados.
 
Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 250 de la Ley 100 de 1993, la clasificación de pérdida de capacidad laboral por accidente de trabajo o enfermedad profesional debe ajustarse a las mismas reglas y procedimientos establecidos para el caso de padecimientos por riesgo común, es decir, la calificación de pérdida de capacidad laboral tiene lugar independientemente de la causa, profesional o común, que determine la necesidad de dicha valoración.
 
En ese orden de ideas, la Corte Constitucional ha considerado la calificación  de la pérdida de capacidad laboral como un derecho que tiene toda persona, el cual cobra gran importancia al ser el medio para la realización efectiva de otras garantías fundamentales como la salud, la seguridad social y el mínimo vital, en tanto que permite determinar a qué tipo de prestaciones tiene derecho el afectado por una enfermedad o accidente, producido con ocasión o como consecuencia de la actividad laboral, o por causas de origen común. Frente a ello, esta Corporación ha dicho:
 
“Dentro del derecho a la pensión de invalidez cobra gran importancia el derecho a la valoración de la pérdida de la capacidad laboral, ya que ésta constituye un medio para garantizar los derechos fundamentales a la vida digna, a la seguridad social y al mínimo vital. Lo anterior por cuanto tal evaluación permite determinar si la persona tiene derecho al reconocimiento pensional que asegure su sustento económico, dado el deterioro de su estado de su salud y, por tanto, de su capacidad para realizar una actividad laboral que le permita acceder a un sustento. Adicional a ello, la evaluación permite, desde el punto de vista médico especificar las causas que originan la disminución de la capacidad laboral. Es precisamente el resultado de la valoración que realizan los organismos médicos competentes el que configura el derecho a la pensión de invalidez, pues como se indicó previamente, ésta arroja el porcentaje de pérdida de capacidad laboral y el origen de la misma. De allí que la evaluación forme parte de los deberes de las entidades encargadas de reconocer pensiones, pues sin ellas no existiría fundamento para el reconocimiento pensional” [6].
 
Por otra parte, cabe destacar que conforme a la jurisprudencia constitucional, la calificación de la pérdida de capacidad laboral debe considerar las condiciones específicas de cada persona, valoradas sistemáticamente, sin que sea posible establecer diferencias en razón al origen, profesional o común, de los factores de incapacidad. Igualmente, dicha valoración puede tener lugar no solo como consecuencia directa de una enfermedad o accidente de trabajo, claramente identificado, sino, también, de patologías que resulten de la evolución posterior de esta enfermedad o accidente, o, a su vez, por una situación de salud, inclusive de origen común. 
 
También puede ocurrir que en un primer momento la afectación padecida, independientemente de si es consecuencia de un accidente o enfermedad específica, no genere incapacidad alguna. No obstante, con el transcurso del tiempo, se pueden presentar secuelas que agraven la situación de salud de la persona, lo que podría dar lugar a la valoración de su pérdida de capacidad laboral, con el fin de establecer, precisamente, las verdaderas causas que originaron la disminución de su capacidad de trabajo y el eventual estado de invalidez.  (Subrayas fuera del texto original)
 

6.7. En el caso sub examine, se encuentra probado que:  i) mediante comunicación del 16 de julio de 2018, Colpensiones solicitó al señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza allegara los siguientes documentos: historia clínica no mayor a 6 meses de neuropsicología con pruebas neuropsicológicas, coeficiente intelectual con firma y sello que indique diagnóstico, pronóstico, secuelas y  tratamiento y reporte no mayor a seis meses de resonancia magnética de cerebro, lo anterior con el fin de proceder a valorar la PCL de Stiven Villanueva Pulgarín, advirtiéndole que debía aportar tal documentación dentro del mes siguiente al recibo de la respuesta (Fl. 19); ii) copia de la acción de tutela de segunda instancia proferida el 4 de octubre de 2018, por  la Sala de Decisión Civil  Familia, M.P. Claudia María Arcila Ríos, con radicado No. 66001-31-03-005-2018-00630-01, la cual fue consultada en la página web del Tribunal Superior de este Distrito
, en la que se concluyó que resolvió:  “PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 22 de agosto pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza en representación de su hijo Stiven Villanueva Pulgarín, contra Colpensiones, a la que fueron vinculados los Directores de Medicina Laboral y de Atención y Servicio y el Subdirector de Determinación de esa entidad. SEGUNDO: Se ordena al Director de Medicina Laboral de Colpensiones adelantar, en el lapso de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, las gestiones necesarias ante la EPS Salud Total para someter al demandante a los exámenes requeridos para que se proceda a la calificación de pérdida de capacidad laboral.”; iii) con ocasión al fallo emitido, la EPS SALUDTOTAL remitió a Colpensiones el concepto desfavorable de rehabilitación a nombre de Stiven Villanueva Pulgarín, el que había sido emitido el 26 de octubre de ese mismo año, frente a sus patologías: “AP toxoplasmosis congénita, microcefalia, distrofia muscular, hidronefrosis GIII, retardo psicomotor y SX convulsivo crónico” (Fls. 23-25); iv) derecho de petición con fecha del 30 de octubre de 2018, por medio del cual el apoderado judicial del señor Carlos Arturo Villanueva Loiza solicitó a Colpensiones  que continuara con el proceso de calificación de la PCL al joven Stiven Villanueva Pulgarín con base en el concepto desfavorable de rehabilitación emitida al mismo por parte la EPS SALUDTOTAL (Fls. 26-28); v) comunicación expedida por Colpensiones el 19 de noviembre de 2018 a través de la cual le respondió al accionante que había cerrado el trámite de valoración de la PCL a nombre de Stiven Villanueva Pulgarín, toda vez que no se habían aportado los exámenes  en el término que se le había indicado y por tal motivo, operaba el desistimiento tácito de tal proceso, conforme lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011 (Fls. 29 y 30), vi) hospitalización del señor Stiven Villanueva Pulgarín por presentar infección de vías urinarias  del 29/12/2018 al 04/01/2019 (Fls. 31-41), vii) prescripción médica para continuar con atención domiciliaria (Fls. 41 y 42) y viii) historia clínica de la EPS SALUDTOTAL del 1º de agosto de 2018 a nombre de Stiven Villanueva Pulgarín (Fls. 43-47).
6.8. Con respecto a la valoración de la pérdida de capacidad laboral, la misma ha sido considerada por la jurisprudencia constitucional como un derecho que tiene toda persona y que cobra gran importancia al convertirse en el medio para acceder a la garantía y protección de otros derechos fundamentales como la salud, la seguridad social y el mínimo vital y en tal sentido, en la Sentencia T-671 de 2012 dicha Corporación indicó lo siguiente:

“Dentro del derecho a la pensión de invalidez cobra gran importancia el derecho a la valoración de la pérdida de la capacidad laboral, ya que ésta constituye un medio para garantizar los derechos fundamentales a la vida digna, a la seguridad social y al mínimo vital. Lo anterior por cuanto tal evaluación permite determinar si la persona tiene derecho al reconocimiento pensional que asegure su sustento económico, dado el deterioro de su estado de su salud y, por tanto, de su capacidad para realizar una actividad laboral que le permita acceder a un sustento. Adicional a ello, la evaluación permite, desde el punto de vista médico especificar las causas que originan la disminución de la capacidad laboral. Es precisamente el resultado de la valoración que realizan los organismos médicos competentes el que configura el derecho a la pensión de invalidez, pues como se indicó previamente, ésta arroja el porcentaje de pérdida de capacidad laboral y el origen de la misma. De allí que la evaluación forme parte de los deberes de las entidades encargadas de reconocer pensiones, pues sin ellas no existiría fundamento para el reconocimiento pensional.”
 (Subrayas nuestras)
Significa lo anterior, que la calificación de pérdida de capacidad laboral es un derecho al que puede acceder cualquier persona para que se dictaminen las causas de su disminución laboral, la cual se efectúa mediante un diagnóstico por parte de un médico laboral y que constituye un paso anterior a la determinación del grado de invalidez.
6.9.  De lo anterior, la Sala puede colegir el juez de primer nivel limitó su análisis a la  vulneración del derecho fundamental de petición del accionante si se tiene en cuenta que amparó tal prerrogativa, argumentando que Colpensiones ya había respondido sobre el trámite que debía adelantar para la calificación de su PCL, y que al no haber allegado los documentos en el término otorgado por la entidad, se entendía el desistimiento tácito.  Sin embargo,  omitió analizar la presunta vulneración de los derechos fundamentales a la seguridad social, a la salud y a la igualdad del señor  Villanueva Pulgarín, quien de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Constitucional relacionada anteriormente,  tiene derecho a que se le valore su PCL.  

6.10. Para esta Sala no son de recibo las explicaciones de Colpensiones para clausurar el trámite de calificación de PCL del joven Stiven Villanueva Pulgarín, a sabiendas de la existencia del fallo de tutela de segunda instancia proferido por  la Sala de Decisión Civil- Familia arriba aludido, lo que significa que tal  procedimiento había quedó suspendido hasta que se llevaran a cabo las valoraciones médicas adicionales exigidas al actor.  De tal manera, que no es cierto que se hubiera presentado un desistimiento tácito por parte del señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza y en tal sentido, no puede exigírsele que inicie nuevamente el proceso  de la calificación de PCL a su hijo, máxime que el accionante ya ha explicado la necesidad de tal diligencia y de la condición de dependencia tanto física como económica que su hijo por su discapacidad.
6.11. De tal manera, que Colpensiones no ha garantizado al actor la seguridad social, el cual es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca el artículo 48 de la C.N., pues no tuvo en cuenta que el hijo del accionante es una persona que por su condición económica y física se encuentra en circunstancias de debilidad manifiesta, lo que igualmente, contradice el derecho a la igualdad prescrito en el artículo 13 constitucional, ya que desconoció que el Estado tiene el deber de adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos y en esa dirección, el estudio que se debe hacer del asunto específico es mínimo, por lo que el amparo invocado es procedente con el fin de evitar un perjuicio irremediable
.

6.12. Por este motivo, se revocará el fallo de primer grado, y en consecuencia, se tutelarán los derechos fundamentales a la seguridad social, igualdad y vida digna invocados por el abogado del señor Carlos Villanueva Loaiza, quien actúa en representación de su hijo Stiven Villanueva Pulgarín.   Consecuentemente, se ordenará a Colpensiones que, en el término de cuarenta y ocho horas (48) a partir de la notificación de esta sentencia, asigne una fecha y hora para que se valore al joven Stiven Villanueva Pulgarín su pérdida de capacidad laboral conforme a los documentos que radicó en dicha entidad, especialmente el concepto de rehabilitación desfavorable emitido por la EPS SALUDTOTAL el 26 de octubre de 2018.

DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala No. 3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión del 1º de marzo de 2019 proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Adolescentes con Funiciones de Conocimiento de Pereira, dentro de la tutela instaurada por el apoderado judicial del señor Carlos Arturo Villanueva Loaiza, quien actúa en calidad de agente oficioso de su  hijo Stiven Villanueva Pulgarín en contra de Colpensiones y en su lugar, TUTELAR al joven Stiven Villanueva Pulgarín sus derechos fundamentales a la seguridad social, igualdad y vida digna.

SEGUNDO: ORDENAR al Director de Medicina Laboral de Colpensiones que, en el término de cuarenta y ocho horas (48) a partir de la notificación de esta sentencia, asigne fecha y hora para que se valore al joven Stiven Villanueva Loaiza, su pérdida de capacidad laboral conforme a los documentos que radicó en dicha entidad, especialmente el concepto de rehabilitación desfavorable emitido por la EPS SALUDTOTAL emitido el 26 de octubre de 2018.

TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

EDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� � HYPERLINK "http://tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2018/Sala_Civil-Familia/Buscar18cf.php" �http://tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2018/Sala_Civil-Familia/Buscar18cf.php�


� Sentencia T-038 de 2011.


� De la configuración del perjuicio irremediable, se adujo que precisa verificarse: “(i) una afectación inminente del derecho -elemento temporal respecto al daño-; (ii) la urgencia de las medidas para remediar o prevenir la afectación; (iii) la gravedad del perjuicio -grado o impacto de la afectación del derecho-; y (iv) el carácter impostergable de las medidas para la efectiva protección de los derechos en riesgo� HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-020-18.htm" \l "_ftn58" \o "" �[58]�.”


Adicionalmente, se aclaró que: “…cuando la acción de tutela es promovida por personas que requieren especial protección constitucional, como (…) personas en condición de discapacidad, (…) entre otros, el examen de procedibilidad de la acción de tutela es menos estricto, a través de criterios de análisis más amplios, pero no menos rigurosos..”. (Sentencia T-084 de 2018)
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